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VS  

OFICIAL DE POLICÍA ADSCRITO A LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE POLICÍA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DE PLAYAS DE 

ROSARITO Y OTRA AUTORIDAD. 

EXPEDIENTE 10/2024 JQ 

 

Tijuana, Baja California, a doce de julio de dos mil veinticuatro. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA que declara la nulidad de la boleta de 

infracción impugnada, por ausencia de fundamentación y motivación. 

 

G L O S A R I O  

 

ANTECEDENTES DEL CASO: 

 

1.- El dos de enero de dos mil veinticuatro, se impuso multa al 

actor con motivo de la Boleta de Infracción. 

 

2.- Con fecha cuatro siguiente, el actor promovió juicio 

contencioso administrativo en contra de la boleta antes mencionada. 

 

3.- El dieciséis de ese mismo mes y año se acordó tramitar y 

resolver el presente juicio en vía de mínima cuantía y se emplazó al 

Oficial y al Director, quienes fueron omisas en dar contestación. 

 

Oficial: Oficial adscrito a la Dirección de 

Seguridad Pública Municipal de Playas 

de Rosarito, B.C. que emitió la Boleta 

impugnada. 

Director: Director de Seguridad Pública 

Municipal de Playas de Rosarito, B.C. 

que emitió la Boleta impugnada. 

Boleta de Infracción: Boleta de infracción **********2 de dos 

de enero de dos mil veinticuatro. 

Nueva Ley del Tribunal Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, 

publicada en el Periódico Oficial del 

Estado el dieciocho de junio de dos mil 

veintiuno. 

Reglamento de Tránsito: Reglamento de Tránsito para el 

Municipio de Playas de Rosarito, Baja 

California.  

Código de Procedimientos: Código de Procedimientos Civiles para 

el Estado de Baja California. 



 

4.- El cuatro de marzo del presente se tuvo a las autoridades 

demandadas por precluido el derecho para dar contestación y de 

conformidad con el artículo 76 de la Ley del Tribunal, se dio vista a las 

partes a fin de que en el plazo de cinco días presentaran sus alegatos. 

 

5.- Una vez transcurrido el plazo otorgado a las partes para 

formular sus alegatos sin que hubieran ejercido su derecho, por 

acuerdo de tres de julio de dos mil veinticuatro se cerró la etapa de 

instrucción y se citó a las partes para oír sentencia por lo que se 

procede a dictar la resolución correspondiente y,   

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. - Competencia. Este Juzgado Quinto Auxiliar con 

residencia en Tijuana es competente para resolver el presente juicio, en 

virtud de que la Boleta de Infracción es de carácter administrativo 

emanada de una autoridad municipal, así como por la ubicación del 

domicilio señalado por la parte actora, el cual se encuentra en la 

circunscripción territorial de este Juzgado, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 1, 25 y 26, fracción I y último párrafo, y 30 de 

la Ley del Tribunal, y acuerdos de Pleno de este Tribunal adoptados el 

trece de julio y veintitrés de agosto, ambos de dos mil veintitrés. 

 

SEGUNDO. - Existencia del acto impugnado. La existencia del 

acto impugnado quedó debidamente acreditada en autos con la 

copia fotostática que exhibió la parte actora de la Boleta de Infracción 

y el reconocimiento expreso del Oficial, de conformidad con los 

artículos 285, fracción VIII, 322, fracción V, 323 y 405 del Código de 

Procedimientos, de aplicación supletoria a la materia contenciosa 

administrativa, en los términos del artículo 30 de la Ley del Tribunal 

Anterior. 

 

TERCERO. - Estudio. Se procede al estudio y resolución del 

primer motivo de inconformidad expuesto por la parte actora en el 

escrito inicial de demanda, en el cual señala que la resolución 

impugnada transgrede en perjuicio los principios de legalidad y 

seguridad jurídica tutelados por los artículos 14 y 16 constitucionales, en 

virtud de que considera que el documento es omiso en establecer la 

circunstancias de modo, tiempo y lugar en que fuera cometida la falta 



 

que se le atribuye, asimismo, manifiesta que carece de la debida 

fundamentación  y motivación, aunado que la autoridad demandada 

lo deja en un completo estado de indefensión. 

 

Como se asentó con anterioridad, las autoridades fueron 

omisas en dar contestación a la demanda, por lo que se tuvieron por 

ciertos los hechos que el actor les atribuyó, de conformidad con el 

artículo 72, último párrafo, de la Ley del Tribunal. 

 

En consideración de este Juzgador el motivo de 

inconformidad expuesto por la parte actora resulta fundado, en 

atención a los razonamientos que se expondrán a continuación: 

 

Al examinarse el documento presentado por la actora se 

advierte que efectivamente la reproducción de la boleta que presenta 

es ilegible, en especial, la parte correspondiente a la infracción 

cometida, la descripción del vehículo, el propietario y conductor, así 

como el lugar donde se cometió la infracción. 

 

Mas aún del análisis de autos se advierte que, como se 

mencionó en párrafos anteriores, las autoridades fueron omisas en dar 

contestación a la demanda, por lo que no aportaron prueba legible 

de la boleta impugnada. 

 

Bajo ese tenor, se reitera que no es posible advertir de la 

citada boleta la fecha, número de Boleta de Infracción, el nombre del 

Oficial, así como la calificación de la misma, con estos datos la 

autoridad emisora del acto debe tener un registro en sus sistemas y la 

debió haber exhibido ante este Juzgado de manera legible para así 

acreditar que la boleta se encuentra debidamente fundamentada y 

motivada, lo cierto es que las autoridades no ofrecieron prueba alguna 

tendiente a demostrar que la misma se encontraba debidamente 

fundada y motivada, por lo que al ser ilegible la aportada por la actora, 

este Juzgador está imposibilitado para analizar su contenido real, lo 

que es trascendental en el caso que se resuelve, cuando la actora 

controvierte la debida y/o suficiente fundamentación y motivación de 

la Boleta de Infracción. 

 



 

En tal virtud, se estima que la autoridad demandada omitió 

presentar prueba suficiente para demostrar que la boleta de infracción 

impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada, por lo 

que no se acredita el cumplimiento de las formalidades que todo acto 

debe revestir, actualizándose la causal de nulidad prevista por la 

fracción II del artículo 108 de la Ley del Tribunal, de ahí que, lo 

procedente sea declarar la nulidad de la boleta impugnada. 

 

Por otra parte, la actora refiere que pagó la multa derivada 

del acto declarado nulo por la cantidad de $2,075.00 pesos (dos mis 

setenta y cinco, 00/100 m.n.), presentando recibo **********3 de dos de 

enero de dos mil veinticuatro, con certificación **********4 y cuenta 

**********5, por concepto de “multas tránsito”, tienen eficacia 

probatoria plena, de conformidad con los artículos 285 fracción III, 322, 

fracción V del Código de Procedimientos Civiles, aplicable a la materia 

contencioso administrativa conforme al diverso 103 de la Ley del 

Tribunal, y es suficiente para crear convicción de que se cubrió la 

cantidad indicada con anterioridad al fisco municipal, con motivo del 

acto declarado nulo.  

 

En tal virtud, a fin de salvaguardar el derecho afectado del 

actor, con apoyo, además, en el artículo 109, fracción IV, inciso b), se 

deberá condenar al Tesorero Municipal de Rosarito a devolver dicha 

cantidad, como autoridad vinculada al cumplimiento de la sentencia, 

tal y como lo establece la tesis de jurisprudencia 4/98, emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Core de Justicia de la Nación que se 

transcribe a continuación: 

 

SENTENCIAS DE AMPARO. PARA LOGRAR SU EFICAZ CUMPLIMIENTO, LA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA TIENE FACULTADES PARA PRECISAR SU 

ALCANCE, SEÑALAR LAS AUTORIDADES VINCULADAS A CUMPLIRLAS Y LA 

MEDIDA EN QUE CADA UNA DE ELLAS DEBE PARTICIPAR. El artículo 17, 

penúltimo párrafo, de la Constitución Federal, dispone que "Las leyes 

federales y locales establecerán los medios necesarios para que se 

garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus 

resoluciones."; por su parte, los artículos 104 al 113 de la Ley de Amparo, 

establecen diversos procedimientos tendientes a obtener el cumplimiento 

eficaz de las sentencias que conceden el amparo e, inclusive, el último 

de estos preceptos dispone que no podrá archivarse ningún expediente 

sin que esté enteramente cumplida la sentencia de amparo. La 

interpretación congruente de tales disposiciones constituye el sustento en 

que se apoya toda determinación encaminada a conseguir el 

cumplimiento pleno de las resoluciones jurisdiccionales, máxime si lo que 

se pretende es ejecutar un fallo emitido por los tribunales de la Federación 

en un juicio de amparo, ya que éste tiene por objeto, precisamente, 

tutelar a los gobernados contra los actos de autoridad que infrinjan sus 

garantías individuales. De esto se sigue que si la causa del retardo para la 

ejecución de la sentencia de amparo consiste en la confusión respecto 
de la manera correcta en la que procede cumplimentarla, para estar en 

posibilidad de dar solución a la situación descrita, la Suprema Corte tiene 
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facultades para establecer los alcances del fallo protector, determinar 

qué autoridades se encuentran vinculadas a cumplirlo y en qué medida, 

con el objeto de conseguir el eficaz y pleno cumplimiento de la sentencia 

de amparo. 1 

 

 

SEXTO. - Ejecutoriedad. Según lo dispone artículo 154 de la 

Ley del Tribunal, en los juicios de mínima cuantía no procederá recurso 

alguno en contra de las sentencias que resuelvan el asunto en definitiva 

o contra las resoluciones que decreten o nieguen el sobreseimiento o 

caducidad. 

 

En tal cariz, de conformidad con el artículo 110 de la Ley del 

Tribunal, la presente resolución CAUSA EJECUTORIA desde el momento 

de su emisión, por lo que, al tratarse este asunto de mínima cuantía este 

fallo es ejecutorio y, en ese sentido, con fundamento en el artículo 112 

del mismo ordenamiento, REQUIÉRASE al Director y al Tesorero 

Municipal del Ayuntamiento de Rosarito para que para que INFORMEN 

EL CUMPLIMIENTO DADO AL FALLO DENTRO DEL PLAZO DE TRES DÍAS, 

apercibido de que, de no hacerlo así sin causa justificada, atento a lo 

dispuesto por la fracción II del artículo 47 de la Ley en comento, se le 

impondrá multa por el equivalente al valor mensual de la unidad de 

medida y actualización vigente en el año en curso, lo que equivale a 

la cantidad de $3,300.53 M.N. (tres mil trescientos pesos 53/100 moneda 

nacional), de conformidad con el decreto por el que se declara 

reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia de Desindexación 

del Salario Mínimo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

veintisiete de enero de dos mil dieciséis, en relación con la 

actualización del valor de la unidad de medida y actualización 

publicada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de enero de dos 

mil veinticuatro. 

 

 

SÉPTIMO. - JUSTIFICACIÓN DE LAS NOTIFICACIONES. Dado que 

la presente resolución ha causado ejecutoria y es de cumplimiento 

inmediato, conforme al artículo 112 de la Ley del Tribunal, se encuentra 

plenamente justificado que, en este caso, se lleve a cabo la 

 
1 Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época. 

Tomo VIII, Julio de 1998. Pág. 146. Tesis de Jurisprudencia. 

Por error humano involuntario el numeral

consecutivo es erróneo, lo correcto es CUARTO.

Por error humano involuntario el numeral

consecutivo es erróneo, lo correcto es TERCERO.



 

notificación por oficio a las autoridades demandadas, para requerir 

que informen el cumplimiento de la misma. 

 

Por lo expuesto, con fundamento en el artículo 107, 108 y 109 

de la Ley del Tribunal, se… 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO. - Se declara la nulidad de la boleta de infracción 

**********2, de dos de enero de dos mil veinticuatro, por los motivos y 

fundamentos expuestos en el Considerando Tercero del presente fallo. 

 

SEGUNDO. - Se condena al Director a dejar sin efectos los 

actos subsecuentes, por lo que deberá ordenar la cancelación de la 

boleta declarada nula de los registros y sistemas de cómputo 

correspondientes y, en su caso, a devolver al actor el vehículo 

remolcado con motivo de la boleta mencionada. 

 

TERCERO. - Se condena al Tesorero Municipal del 

Ayuntamiento de Rosarito a devolver al actor la cantidad que ampara 

el recibo de pago por $2,075.00 pesos (dos mis setenta y cinco, 00/100 

m.n.), con folio **********3 de dos de enero de dos mil veinticuatro, 

certificación **********4 y cuenta **********5, por concepto de “multas 

tránsito”. 

 

CUARTO. - Toda vez que esta resolución es ejecutoria, 

REQUIÉRASE al Director y al Tesorero Municipal del Ayuntamiento de 

Rosarito para que INFORMEN EL CUMPLIMIENTO DADO AL FALLO DENTRO 

DEL PLAZO DE TRES DÍAS, apercibidos de que, de no hacerlo sin causa 

justificada, atento a lo dispuesto por la fracción II del artículo 47 de la 

Ley en comento, se les impondrá multa por el equivalente al valor 

mensual de la unidad de medida y actualización. 

 

Notifíquese por Boletín Jurisdiccional a la parte actora, por 

oficio a las autoridades demandadas y al Tesorero Municipal del 

Ayuntamiento de  Playas de Rosarito (con copia de este fallo). 

 

Así lo resolvió el licenciado Juan Alberto Valdiviezo Morales, 

Primer Secretario de Acuerdos del Juzgado Quinto Auxiliar con 



 

residencia en Tijuana del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, según designación hecha mediante acuerdo de Pleno 

de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés, acorde con lo establecido 

en el punto Décimo Cuarto del acuerdo de Pleno de trece de julio de 

ese mismo año, quien actúa en funciones de Juez de Primera Instancia 

por ministerio de ley, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 12 

de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, publicada en el Periódico Oficial del Estado el dieciocho de 

junio de dos mil veintiuno, quien firmó ante la presencia de la Secretaria 

de Acuerdos, licenciada María del Pilar Ayala Guerrero, quien da fe.   

 

JVM/MPAG/AngelaP 

 

 

 

 

 

 

 



 

1 ELIMINADO: Nombre del actor en página 1. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad 

con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 
 
2 ELIMINADO: Número de boleta de infracción en páginas 1 y 6. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad 

con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de datos personales. 
 
3 ELIMINADO: Número de recibo en páginas 4 y 6. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad 

con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 
 

4 ELIMINADO: Certificación en páginas 4 y 6. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad 

con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 
 

5 ELIMINADO: Número de cuenta en páginas 4 y 6. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad 

con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

LA SUSCRITA, ANGÉLICA ISLAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA DE ACUERDOS 

DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ----------------------------------------------------------- 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA 

VERSIÓN PÚBLICA DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR EL 

MAGISTRADO DEL JUZGADO QUINTO AUXILIAR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, EN FECHA DOCE DE 

JULIO DE DOS MIL VEINTICUATRO, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 10/2024 JQ, EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE SE 

HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE 

MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 

SIETE (7) FOJAS ÚTILES. ----------------------------------------------------------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO EN LOS 

ARTÍCULOS 80 Y 83, FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA, ARTÍCULO 25, FRACCIÓN XV DEL REGLAMENTO 

INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN 

MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES 

PÚBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE SE HACE 

CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA 

CIUDAD DE TIJUANA, BAJA CALIFORNIA, A ONCE DE FEBRERO DE DOS 

MIL VEINTICINCO, DOY FE. ----------------------------------------------------------------- 
 

 

 


